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Resumen

El trabajo aborda el análisis 
del procedimiento admi-

nistrativo en relación con el de-
sarrollo del concepto de buena 
administración y los criterios 
jurisprudenciales de la Corte 
Interamericana de Derechos 
Humanos. Tiene por objetivo 
identificar el nexo que existe 
entre el procedimiento admi-
nistrativo debido y la construc-
ción de un marco de referencia 
mexicano para el principio de 
buena administración, así como 
relacionar la protección de los 
derechos humanos en el ámbi-
to procedimental, bajo la con-
figuración del artículo primero 
de la Constitución mexicana. El 
alcance del trabajo implica la 

reconfiguración de la actuación 
de las Administraciones públi-
cas mexicanas bajo la compren-
sión de las obligaciones que, en 
materia de derechos humanos, 
les impone el ordenamiento. 
Se lleva a cabo siguiendo una 
comprensión sistemática del 
ordenamiento, tanto nacional 
como internacional en la cons-
trucción de las bases del pro-
cedimiento administrativo de-
bido y la buena administración 
mexicana, lo que ha permitido 
identificar la importancia de 
institutos en la efectiva protec-
ción de los derechos humanos, 
acorde con el espíritu de la re-
forma constitucional mexicana 
de 2011.

Palabras clave: Buena admi-
nistración, derechos humanos, 
procedimiento administrativo.

Abstract

The paper deals with the 
analysis of the administrati-
ve proceeding concerning the 
development of the concept of 
good administration and legal 
criteria of the Inter-American 

Court of Human Rights. It aims 
to identify the link between 
the administrative due process 
and the construction of a fra-
mework of reference for the 
Mexican principle of good ad-
ministration and relate the pro-
tection of human rights under 
the procedural field configu-
ration of Article I of the Cons-
titution Mexican. The scope of 
work is involved in the Mexican 
Public Administration activity 
under the understanding of the 
obligations on human rights, 
imposes by the legal order. It 
is carried out according sys-
tematic understanding of the 
legal order, national as well as 
international on building foun-
dations of administrative due 
process and Mexican good go-
vernance, which has identified 
the importance of these con-
cepts in the effective protection 
of human rights, according with 
the spirit of the Mexican consti-
tutional reform of 2011.

Keywords:  Good administra-
tion, administrative procee-
dings, human rights,
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1. Introducción

El análisis del procedimiento administrativo, 
desde una perspectiva de tutela de los derechos 
humanos, permite observar el derecho o prin-
cipio a la buena administración desde una posi-
ción privilegiada por su concreción en relación 
con los derechos e intereses de los ciudadanos1 

y el ejercicio de potestades administrativas. Este 
trabajo no se limita a recordar la importancia del 
derecho al debido proceso en el ámbito adminis-
trativo pues sus objetivos giran en torno a iden-
tificar el nexo que existe entre el procedimiento 
administrativo debido y la construcción de un 
marco de referencia mexicano para el principio 
de buena administración, así como relacionar la 
protección de los derechos humanos al ámbito 
procedimental bajo la configuración del artículo 
primero de la Constitución mexicana.   El con-
cepto de buena administración se describe en 
cada sistema jurídico de acuerdo al marco de re-
ferencia legislativo nacional o internacional que 
orienta la actividad administrativa2 pero más allá 
de la existencia de su reconocimiento por el orde-
namiento, los principios de una buena adminis-
tración se identifican con la actividad orientada 
a evitar la “mala administración”. Término identi-
ficado por el Defensor del Pueblo Europeo como 
“casos de irregularidades administrativas, injus-
ticia, discriminación, abuso de poder, falta o de-
mora de información y dilaciones innecesarias”. 
Por lo que respecta a este trabajo, las patologías 
asociadas al procedimiento administrativo incu-
rren en cualquiera de los aspectos contemplados 
en el ámbito de una mala administración, lo que 
justifica el análisis conjunto de ambas figuras al 
amparo de los criterios jurisprudenciales de la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos en 
relación al procedimiento administrativo debido. 

 La buena administración exige superar una vi-
sión restrictiva de lo que se ha considerado tra-
dicionalmente “intereses generales” para abarcar 
los intereses de los ciudadanos en el quehacer 
administrativo. Esta visión debe sustentarse en el 

fortalecimiento del procedimiento administrativo 
como garantía formal de los ciudadanos frente a la 
Administración por constituir una serie de pasos 
ordenados que proporcionan transparencia a las 
resoluciones administrativas. Tradicionalmente 
se ha configurado el procedimiento administrati-
vo ajeno a los principios de celeridad o eficiencia, 
sin embargo, desde la perspectiva de la buena ad-
ministración, el procedimiento debe considerarse 
como un instrumento necesario y oportuno para 
estudiar los intereses ciudadanos, de tal suerte, 
que se adopte la resolución más oportuna. El pro-
cedimiento administrativo es expresión de las 
garantías que consagra la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, no sólo es el 
continente del derecho de petición, artículo 8º, 
también cobija las garantías de forma del acto ad-
ministrativo establecidas por el artículo 16. Por 
ejemplo, media entre el mandato constitucional y 
un acto administrativo debidamente motivado en 
los hechos alegados por las partes –favoreciendo 
la debida audiencia de los ciudadanos- o funda-
mentado y finalmente da lugar a una resolución 
expresa que proporcione certidumbre sobre el 
contenido de la resolución por la transparencia de 
la actividad administrativa. Todo ello, desarrolla-
do dentro de un plazo razonable, como ha podido 
reconocer la jurisprudencia de los distintos tribu-
nales internacionales que en materia de derechos 
humanos reconocen la importancia del procedi-
miento. El trabajo que se desarrolla a continua-
ción tiene por objetivo observar la importancia 
del procedimiento administrativo en relación con 
el desenvolvimiento de una buena administración, 
como expresión inequívoca de la consecución del  
procedimiento y de la oportuna resolución del 
mismo, con la finalidad de exponer sus implica-
ciones en la protección de los derechos humanos 
consagrados en la Constitución y en los trata-
dos internacionales de los que México es parte.

2. La construcción jurisprudencial del proce-
dimiento administrativo debido.

Las normas y tribunales internacionales, como 
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instrumentos para la protección de los derechos 
humanos, se han organizado en torno a diversos 
sistemas. Cada uno, en sus respectivos ámbitos 
competenciales, ha abordado el control y la ac-
tuación de los poderes públicos desarrollando 
instituciones propias que finalmente permean y 
se ilustran mutuamente. Por lo que respecta a los 
tribunales, sus resoluciones se “extienden a tra-
vés de varias naciones” (DRAE) considerándose 
de efectos transnacionales por pacto expreso o 
disposición normativa. En Europa, la Carta de los 
Derechos Fundamentales de la Unión Europea, 
reconoce el derecho a la buena administración 
de manera expresa y de forma indirecta como 
texto complementario del Convenio Europeo de 
Derechos Humanos (Convenio para la Protec-
ción de los Derechos Humanos y las Libertades 
Fundamentales). Su finalidad es proteger los 
derechos fundamentales de las personas fren-
te a actos adoptados por las Instituciones de 
la Unión Europea y por los Estados miembros 
en aplicación de la legislación comunitaria3. 

En el ámbito latinoamericano, la buena adminis-
tración no ha sido explorada suficientemente por 
los operadores jurídicos pero ello no ha impedi-
do que podamos observar en el sistema de pro-
tección de los derechos humanos una excelente 
oportunidad de identificación del concepto a la 
luz de los criterios procedimentales de actuación 
administrativa. En este sentido, la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos (más sus 
Protocolos y documentos conexos) es el instru-
mento mediante el cual la Corte Interamericana 
de los Derechos Humanos, con sede en San José 
de Costa Rica, protege los derechos inherentes al 
ser humano recogidos en la Convención, median-
te su función jurisdiccional y consultiva. La amplia 
legitimación de sus funciones le ha reconocido 
como un órgano transnacional interamericano, 
en términos de H. SALGADO PESANTES. Este au-
tor recuerda que los Estados que han adoptado 
la Convención Americana, encuentran en ésta un 
“marco de constitucionalidad material y formal” 
en el desempeño de sus órganos. Tanto la Corte, 

como la Comisión Interamericana, son “custodios 
del sistema creado por la Carta Magna del Conti-
nente, y son garantes de una efectiva protección 
de los derechos humanos” (Salgado, 2008: p. 664). 
La Corte ha llevado a cabo una labor extraordina-
ria durante décadas a través de la cual ha sentado 
una jurisprudencia prolífica. Su influencia en el 
derecho constitucional de los Estados que reco-
nocen su competencia es indudable. Es decir, se 
le reconoce, no sólo como una fuente del Derecho 
internacional, sino también del Derecho interno. 
En este sentido, se debe poner de relieve la tras-
cendencia de la jurisprudencia de la Corte en las 
reformas que, en materia de derechos humanos, 
fueron llevadas a cabo en la Constitución mexica-
na en el año 2011. Sus efectos, como el recono-
cimiento del control de la convencionalidad, del 
principio pro persona y la imposición de determi-
nados deberes de actuación a los poderes públi-
cos son aspectos de la madurez del sistema nacio-
nal en relación con instancias supranacionales. 
Los efectos nacionales de las sentencias dictadas 
en contra de otros países confieren un aspecto 
de transnacionalidad a los criterios de la Corte. 

La Corte Interamericana reconoce que las Ad-
ministraciones públicas de los Estados que han 
suscrito el Pacto de San José de Costa Rica deben 
resolver el procedimiento y hacerlo dentro de un 
plazo razonable. Ello, en base a la interpretación 
amplia –alcance en el ámbito administrativo- 
del artículo 8º de la Convención Interamericana 
“Toda persona tiene derecho a ser oída, con las 
debidas garantías y dentro de un plazo razonable, 
por un juez o tribunal competente, independien-
te e imparcial, establecido con anterioridad por 
la ley, en la sustanciación de cualquier acusación 
penal formulada contra ella, o para la determi-
nación de sus derechos y obligaciones de orden 
civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter”. 
La Corte, en este sentido, ha reconocido que tam-
bién las autoridades administrativas, en sus reso-
luciones, pueden determinar derechos y obliga-
ciones de los ciudadanos lo que obliga a someter 
al derecho al debido proceso la actuación de las 
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Administraciones públicas4. Bajo este panorama 
procedimental, la Corte determinó que la valo-
ración del incumplimiento de resolver dentro de 
un “plazo razonable” se llevará a cabo en función 
de tres elementos: comportamiento del adminis-
trado, complejidad del caso y la diligencia en la 
conducta de la administración (Sagüés, 2009). 

En el ámbito latinoamericano, la jurispruden-
cia de la Corte ha dado un paso muy importante 
al reconocer la importancia del procedimiento 
administrativo en la protección de los derechos 
humanos. Desde la perspectiva nacional, la obli-
gación de resolver el procedimiento administrati-
vo queda reforzado en dos vertientes del derecho 
internacional: porque México ha suscrito la Con-
vención Americana sobre Derechos Humanos y 
ha reconocido la competencia de la Corte Intera-
mericana de Derechos Humanos y porque el de-
recho interno, tras las reformas constitucionales 
de 6 y 10 de junio de 2011 en materia de derechos 
humanos, incorporan mecanismos específicos de 
protección. En este marco de análisis encontra-
mos la protección a través del juicio de amparo 
y el control difuso de la convencionalidad. Sobre 
el juicio de amparo se debe recordar que la refor-
ma del artículo 107 de la Constitución reconoce 
la procedencia del proceso de protección de los 
derechos fundamentales, no sólo ante la presen-
cia de un interés jurídico o derecho, sino ante la 
presencia de un interés legítimo individual o co-
lectivo “ya sea de manera directa o en virtud de 
su especial situación frente al ordenamiento jurí-
dico” (Carbonell y Salazar, 2011); como puede ser 
la consecución del procedimiento administrativo. 
Bajo los parámetros de la reforma, la inactividad 
administrativa, como vulneración de un dere-
cho fundamental, no sólo queda reservada a la 
pasividad frente al derecho de petición sino que 
abarca aquellos casos en que, incluso sin mediar 
la instancia del particular, el ordenamiento im-
pone el seguimiento de un determinado procedi-
miento de valoración de los intereses en conflicto. 

Por su parte, el control difuso de la Convención 
Americana de Derechos Humanos (a través de los 

tribunales federales y locales y de las autoridades 
administrativas mexicanas) exige el cumplimien-
to del deber de resolver los procedimientos en el 
marco del respeto y protección de los derechos 
fundamentales. La sentencia de la Corte Interame-
ricana de Derechos Humanos de 23 de noviembre 
de 2009, dictada en el caso “Radilla Pacheco Vrs. 
México” sentó un precedente de la profunda re-
forma constitucional en materia de protección de 
derechos humanos (Ferrer, 2010), en este caso, el 
informe 65/05 de admisibilidad de la Comisión 
Interamericana señaló “que han pasado más de 31 
años desde la fecha de la presunta desaparición 
de Rosendo Radilla Pacheco, 13 años desde la pri-
mera denuncia, y más de 3 años desde la creación 
de la FEMOSSP, sin que se verifiquen resultados 
concretos tendientes a localizar al presunto desa-
parecido ni a investigar o sancionar a los respon-
sables.  Hasta la fecha de adopción del presente 
informe, sigue pendiente la investigación de los 
hechos en México”. Si bien el procedimiento se en-
marcó en la actividad de la Fiscalía Especial para 
Movimientos Sociales y Políticos del Pasado (FE-
MOSPP), dependiente en su momento de la Pro-
curaduría General de la República, la naturaleza 
administrativa de estos órganos –sin desconocer 
su régimen estatutario y autónomo- exige que 
observemos atentamente la reprimenda que la 
Comisión y posteriormente de la Corte, dieron al 
Estado mexicano por la ineficacia procedimental.

La inactividad administrativa debe ser abor-
dada por todas las autoridades mexicanas en el 
marco de sus respectivas competencias, no sólo 
de forma paliativa (por ejemplo indemnizando 
a quien padece sus efectos), sino también pre-
ventiva promoviendo, protegiendo, respetando y 
garantizando la resolución expresa que se adop-
ta a través del procedimiento administrativo. En 
este sentido, el régimen jurídico del derecho de 
petición y de la obligación de resolver confor-
man los cimientos que, en materia de derechos 
humanos, sostienen la actuación formalizada 
de las Administraciones públicas mexicanas.
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3. El derecho a la buena administración y el 
factor tiempo en el procedimiento.

La conexión entre el derecho al proceso debi-
do, desde su vertiente procedimental, y la buena 
administración se encuentra precisamente en el 
cumplimiento de las garantías que representa el 
procedimiento para el ciudadano. Cuando la Car-
ta de los Derechos Fundamentales de la Unión 
Europea ha acuñado el término plazo razonable 
en el contenido del derecho a la buena adminis-
tración, está haciendo referencia a la culminación 
de un procedimiento administrativo de la forma 
más oportuna. Este mismo término se ha utiliza-
do en la jurisprudencia de la Corte Interamerica-
na para proteger los derechos vulnerables ante 
la pasividad administrativa. Existe una amplia 
gama de actividades por medio de las cuales se 
ha intercedido para tutelar derechos humanos al 
no cumplirse con las garantías del debido proce-
so en el ámbito procedimental y que, finalmente, 
ha implicado una condena que reconoce la im-
portancia del procedimiento administrativo. Es 
interesante observar que la aplicación de la doc-
trina del debido proceso a la toma de decisiones 
administrativas no ha sido comparado in totum 
con las garantías del debido proceso de la juris-
dicción penal, sino que se exige un “cierto quan-
tum” de dichas garantías “en todos los casos en 
que está en juego el goce efectivo de un derecho 
o un interés legítimo, las decisiones de la autori-
dad pública deben adoptarse sólo después de que 
el interesado sea debidamente escuchado por las 
autoridades”5. En estos términos, se ha señala-
do que “el quantum del debido proceso depende 
del resultado que se puede esperar del proceso 
mismo”, por lo tanto, bajo esta concepción, la exi-
gencia de determinadas garantías procesales de-
penderá de los valores o intereses que estén invo-
lucrados en el procedimiento (Díaz, 2005: p. 225). 

Si bien esta tesis del “quantum” solventa una bue-
na parte de las necesidades de protección frente a 
una actuación de la autoridad al margen del pro-
cedimiento, lo cierto es que parece necesario de-
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terminar un estándar mínimo de garantías proce-
dimentales y no dejar al arbitrio de cada autoridad 
y de cada caso la cuota de garantías que se deberá 
cubrir. Esta idea vendría a legitimar la incorpora-
ción de un derecho a la buena administración que 
recoja las principales garantías procedimentales 
frente a la actuación administrativa; en su defec-
to, legitima el reconocimiento del principio de 
buena administración y la determinación de cri-
terios rigurosos en torno al plazo razonable, la re-
solución expresa, la motivación de los actos, etc.

1. La Corte Interamericana de San José de 
Costa Rica y las garantías del procedimiento.

Como se ha señalado, en el ámbito latinoameri-
cano supranacional se ha reconocido la trascen-
dencia del procedimiento administrativo -y su 
resolución en un plazo razonable- para la protec-
ción de los derechos humanos y en sí mismo, se 
asimila al derecho al debido proceso. Tradicional-
mente, en efecto, los instrumentos internaciona-
les han hecho referencia al debido proceso judi-
cial en el marco de las garantías que éste ofrece y 
se ha configurado como un derecho humano6. En 
el ámbito jurisdiccional el derecho a las “garantías 
del proceso” o “el proceso debido” se ha consoli-
dado para reaccionar contra las irregularidades 
procesales que afectan otros derechos humanos. 
Su importancia ha sido reconocida por una larga 
jurisprudencia de diversos tribunales internacio-
nales, así, el Tribunal Europeo de Derechos Hu-
manos, en el caso Hortolomei Vs. Austria, de abril 
de 1998, reconoció la necesidad de cumplir con 
un mínimo de garantías en el procedimiento ad-
ministrativo. La Corte Interamericana por su par-
te, también cuenta con una amplia jurisprudencia 
en este sentido, entre otras, el caso Baena Ricardo 
y otros Vs. Panamá7 constituye uno de los prece-
dentes más importantes al reconocer que 270 
trabajadores del Estado, despedidos por partici-
par en una manifestación, no tuvieron oportuni-
dad de ser oídos en un procedimiento adminis-
trativo previo antes de aplicárseles una sanción 
disciplinaria consistente en la destitución. El des-
pido sumario se llevó a cabo por un procedimien-
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to especial contenido en una ley que reglamentó 
la destitución masiva “vulnerando el derecho de 
defensa”. La Corte considera que “Si bien el ar-
tículo 8º de la Convención Americana se titula 
<Garantías Judiciales>, su aplicación no se limita 
a los recursos judiciales en sentido estricto, <sino 
[al] conjunto de requisitos que deben observar-
se en las instancias procesales> a efectos de que 
las personas estén en condiciones de defender 
adecuadamente sus derechos ante cualquier tipo 
de acto del Estado que pueda afectarlos. Es decir, 
cualquier actuación u omisión de los órganos es-
tatales dentro de un proceso, sea administrativo 
sancionatorio o jurisdiccional, debe respetar el 
debido proceso legal”; si bien en primera instan-
cia parece ser que la Corte hace referencia a los 
procedimientos sancionatorios por su naturaleza 
como “una expresión del poder punitivo del Esta-
do”, lo cierto es que en otro apartado señala que 
el alcance del debido proceso es amplio8 y que 
“Es un derecho humano el obtener todas las ga-
rantías que permitan alcanzar decisiones justas, 
no estando la administración excluida de cum-
plir con este deber. Las garantías mínimas deben 
respetarse en el procedimiento administrativo 
y en cualquier otro procedimiento cuya deci-
sión pueda afectar los derechos de las personas.”

Los criterios jurisprudenciales en torno al de-
bido proceso en el desarrollo del procedimiento 
administrativo se han consolidado como un pilar 
frente a la actuación de las autoridades adminis-
trativas. Recordemos que la protección de los de-
rechos humanos frente al ejercicio de los poderes 
públicos encuentra su mayor desafío en dos de 
sus vertientes, el poder judicial, en el desarrollo 
del proceso, y en el ámbito administrativo, frente 
a los excesos u omisiones de los diferentes órga-
nos de las Administraciones públicas. En este úl-
timo ámbito se desarrolla una de las patologías 
administrativas más arraigadas, la inactividad 
administrativa en torno al procedimiento. Existen 
un sinfín de aspectos, entre las distintas formas 
de actividad material de la Administración, en los 
cuales se hace patente la gravedad de la omisión 

procedimental, por ejemplo, en la resolución de 
peticiones sobre dotación o prestación de servi-
cios públicos esenciales, en la determinación de 
precios básicos o en el otorgamiento de suspen-
siones definitivas o cautelares sobre actividades 
riesgosas para la salud como ruidos o emisión de 
contaminantes. Todos estos casos han debido de 
ser abordados por la jurisprudencia sin contar 
con una base explícita en el ordenamiento. Así, 
por ejemplo, el debido proceso se ha relacionado 
en la jurisprudencia de la Corte con las medidas 
precautorias y los procedimientos de expulsión 
de extranjeros en donde se ha exigido cumplir 
con las garantías del procedimiento. En este sen-
tido, el caso Haitianos y Dominicanos de origen 
Haitiano en la República Dominicana, de 18 de 
agosto de 2000, conoce de las deportaciones ma-
sivas de personas haitianas o dominicanas de ori-
gen haitiano en las cuales, al no cumplirse con las 
garantías del proceso, no siempre podían consi-
derarse procedentes. Todo ello se relacionó con la 
vulneración del artículo 22 de la Convención, que 
en su apartado 9 proscribe la expulsión masiva 
de extranjeros (Díaz, 2005). Asimismo, la Organi-
zación de Estados Americanos ha emitido el Se-
gundo Informe de Progreso de la Relatoría sobre 
Trabajadores Migratorios y Miembros de sus Fa-
milias en el Hemisferio, OEA, de 16 abril de 2001. 

La jurisprudencia de la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos señalada en relación con 
el artículo 8º del Pacto, ha permitido reconocer 
la existencia, en el procedimiento administrativo, 
del derecho a una resolución fundada (Sagüés, 
2009). Dicho artículo, si bien está referido a las 
“garantías judiciales”, se expresa en términos am-
plios que permiten incluir resoluciones de la ac-
tuación administrativa que determinen “derechos 
y obligaciones del orden civil, laboral, fiscal, o de 
cualquier otro carácter”. En interpretación de este 
precepto “la Corte ha considerado que el debido 
proceso legal debe respetarse en el procedimien-
to administrativo y en cualquier otro procedi-
miento cuya decisión pueda afectar los derechos 
de las personas”, como en el caso Claude Reyes y 
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otros vs. Chile, de 19 de septiembre de 2006, Serie C 
No. 151 9 y el “cumplimiento de la administración 
de plazos razonables para tramitar y resolver, 
en función de tres elementos: comportamiento 
del administrado, complejidad del caso, diligen-
cia en la conducta de la administración” señala-
do en el caso Comunidad indígena Yakye Axa vs. 
República del Paraguay, de 17 de junio de 2005, 
Serie C, No. 125; en este caso la Corte Interame-
ricana considera, respecto a un procedimien-
to administrativo, que: “la complejidad de este 
procedimiento era mínima y que el Estado no ha 
justificado la mencionada demora, en consecuen-
cia, el Tribunal la considera desproporcionada”.

2. Perspectivas del procedimiento adminis-
trativo debido y el derecho a la buena admi-
nistración en México.

Si bien hasta ahora el término “buena adminis-
tración” no ha sido recogido formalmente como 
un derecho en un instrumento internacional del 
ámbito latinoamericano, ya sea la Convención, el 
Protocolo de San Salvador o la jurisprudencia10, 
lo cierto es que sí están presentes criterios juris-
prudenciales que se relacionan con la buena ad-
ministración girando en torno al procedimiento 
debido y al plazo razonable, como hemos tenido 
oportunidad de observar. Estos conceptos, reco-
nocidos por la Corte Interamericana, permiten 
tener buenas expectativas sobre la configuración 
de una actuación administrativa basada en las 
reglas normativas de la buena administración. 
Reconocer el derecho a la buena administración 
a través de sus expresiones más representativas 
en instrumentos internacionales, como el deber 
de resolver los procedimientos administrativos 
dentro de un plazo razonable, puede suponer un 
punto de referencia inexcusable que favorezca 
la traslación de estos parámetros de actuación 
administrativa a los ordenamientos jurídicos de 
diversos Estados. Es indispensable poner én-
fasis en que este término no refleja una mera 
decisión mediática sino que implica la exigen-
cia de una actividad procedimental oportuna. 

Se debe poner de relieve que algunas Consti-
tuciones latinoamericanas y específicamente 
la mexicana, no identifica principios generales 
sobre la forma de actuación administrativa pro-
cedimental. Por el contrario, la Constitución Co-
lombiana es un caso excepcional pues señala en 
su artículo 29 “El debido proceso se aplicará a 
toda clase de actuaciones judiciales y adminis-
trativas.” Tema que es abordado por la doctrina 
(Prieto, 2003). La Corte Suprema de Nicaragua, 
por su parte, ha reconocido la plena aplicabili-
dad de las garantías del debido proceso en sede 
administrativa (Sala de lo Constitucional, senten-
cia No. 78 de 10 de marzo de 2010). El caso se 
relaciona con el derecho de defensa en sede ad-
ministrativa ante un procedimiento de auditoría. 

En el ámbito mexicano, el derecho de petición 
determina un deber para la Administración en re-
lación con una respuesta que debe hacerse saber 
en un breve término al peticionario pero no por-
menoriza reglas o principios de actuación. Por 
otra parte, se ha señalado la falta de una ley regla-
mentaria del artículo 8° constitucional de la cual 
se desprendieran las reglas sobre el procedimien-
to administrativo (Escobar, 1999: p. 52) (Del Án-
gel, 2009: p. 33). De hecho, ésta ha sido la razón 
que ha restado mérito a la Ley Federal de Procedi-
miento Administrativo y a una aplicación homo-
génea de las garantías mínimas del procedimiento 
a todos los ámbitos de la Administración pública 
pues la naturaleza de esta ley es la supletoriedad. 

En el ámbito constitucional, establecer un de-
recho a la buena administración representaría 
la adecuación del derecho de petición al contex-
to internacional de protección de los derechos 
humanos. En efecto, si valoramos la importancia 
que encuentran los derechos de los ciudadanos 
en la comprensión del término buena adminis-
tración y reconocemos la trascendencia de los 
derechos que engloba en relación con el proce-
dimiento administrativo y el plazo de resolución, 
se pone en evidencia las limitaciones del derecho 
de petición tal como se encuentra en la Consti-
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tución mexicana. Desde otra perspectiva, una 
posible reforma al artículo 8º de la Constitución 
también puede implicar la inclusión de princi-
pios generales de actuación procedimental que 
condicionen la actuación de las Administracio-
nes públicas, como la eficiencia o la juridicidad.

4.- Los derechos humanos en el marco de 
actuación de las administraciones públicas 

mexicanas.

La internacionalización de normas que inciden 
de una forma relevante en el Derecho constitu-
cional y administrativo ha supuesto un punto de 
inflexión relevante en este proceso de permeabi-
lización e interconexión entre diversos ordena-
mientos jurídicos, tal como he tenido oportuni-
dad de señalar. Desde mitades del siglo XX, tras 
la II Guerra Mundial, han entrado en vigor un 
significativo número de Cartas o Declaraciones 
de Derechos Humanos. Desde la Convención de 
Derechos Humanos y Libertades Fundamentales 
(Rodríguez Pontón, 2010) (Parisio, 2010) hasta 
la Carta de Derechos Fundamentales de la Unión 
Europea, pasando por el Convenio Americano 
sobre Derechos Humanos (Pacto de San José de 
Costa Rica) y el Protocolo de “San Salvador”, ha 
habido una evolución sostenida en la que, una vez 
consolidados los derechos humanos más esen-
ciales, debe avanzarse en la concreción de otros 
derechos en sociedades cada vez más complejas. 
En éstas, las autoridades públicas adquieren un 
papel central por su función de garantía o tutela 
en coexistencia con el ejercicio participativo de 
los ciudadanos. En esta dinámica, los derechos 
que se relacionan con una buena gestión públi-
ca deben adquirir, sin lugar a dudas, un lugar 
preeminente para evitar que el ciudadano vea 
reducido su papel a un mero actor secundario. 

El derecho a la buena administración supone la 
subjetivización de una serie de derechos sobre 
la actuación procedimental y material de las Ad-
ministraciones públicas que materializan la pro-
tección de derechos fundamentales reconocidos 

por la Constitución mexicana y derechos huma-
nos recogidos por instrumentos internacionales. 
En esta medida, el derecho a la buena adminis-
tración se constituye como un medio útil para 
combatir la inactividad administrativa frente a 
determinados deberes de actuar de las Adminis-
traciones que, en su ausencia, comprometen se-
riamente el compromiso del Estado mexicano en 
la promoción, protección, respeto y garantía de 
los derechos humanos. Las recientes transforma-
ciones de la cultura jurídica mexicana en relación 
con los derechos humanos exigen un análisis des-
de todas las vertientes del derecho. En este sen-
tido, el derecho administrativo, como derecho de 
control del poder (García de Enterría y Fernán-
dez, 2008: p. 51) se constituye como uno de los 
baluartes de los derechos humanos en el queha-
cer de las Administraciones públicas mexicanas. 

En este sentido, los instrumentos internacio-
nales han promovido un parámetro amplio de 
actuación para los poderes públicos, particular-
mente, para las Administraciones públicas, en 
favor de los ciudadanos. Como resultado de este 
fenómeno internacional, actualmente todas las 
autoridades mexicanas tienen el deber de promo-
ver, respetar, proteger y garantizar los derechos 
humanos de acuerdo a una serie de principios 
reconocidos por la Constitución. El derecho in-
ternacional a través de los actos, tratados, obser-
vaciones generales, etcétera, permite “advertir 
los distintos tipos de obligaciones que generan 
los derechos fundamentales para los poderes pú-
blicos” tanto generales como específicas de tal 
suerte que el contenido del párrafo tercero del 
artículo 1º de la Constitución mexicana signifi-
que actuaciones concretas para las autoridades 
administrativas en todos los niveles de gobierno 
(Carbonell, 2012: pp. 75-85). En este sentido, el 
autor señala, con fundamento en la Observación 
General número 3 del Comité de Derechos Eco-
nómicos, Sociales y Culturales de la ONU, qué se 
debe entender por respetar (abstenerse hacer 
cualquier cosa que viole la integridad de los indi-
viduos o grupos sociales o ponga en peligro la in-
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tegridad de los individuos), por proteger (adop-
ción de medidas destinadas a evitar que otros 
agentes o sujetos violen los derechos fundamen-
tales, a través de esquemas reactivos y preventi-
vos) y por cumplir o realizar (adopción de medi-
das activas incluyendo acciones positivas a favor 
de grupos vulnerables) como obligaciones del 
Estado en materia de derechos fundamentales.

5. Conclusiones.

La reforma constitucional en materia de dere-
chos humanos, llevada a cabo en el año 2011, ha 
supuesto para México un cambio de paradigma 
en la comprensión de la tutela de los derechos 
humanos. Antes de dicha modificación al sistema, 
sólo los derechos reconocidos en la Constitución 
como “garantías” tenían una entidad suficiente 
para proteger a los ciudadanos de la actuación 
de los poderes públicos. Esta configuración de 
la tutela constitucional propició, por lo que res-
pecta a la temática abordada en este trabajo, que 
el derecho de petición reconocido en artículo 8º 
monopolizara el control de la actividad adminis-
trativa y se evitara la identificación de las obliga-
ciones procedimentales de la Administración. La 
protección de los derechos humanos y la aplica-
ción de los principios constitucionales reconoci-
dos en el artículo primero, en la actualidad, nos 
obliga a observar la emisión de una respuesta ad-
ministrativa bajo un estándar de calidad procedi-
mental relacionado con la buena administración.

Observar la actividad administrativa desde una 
perspectiva garantística orienta el ejercicio de las 
competencias que cada autoridad ostenta favo-
reciendo la adopción de criterios propios de una 
buena administración. Se trata del cómo se hace 
no del qué se hace pues, en este sentido, debemos 
recordar que la protección de los derechos huma-
nos no interfiere con el sistema de distribución 
de competencias desde una doble perspectiva. 
Por una parte, porque las autoridades no pueden 
excusarse del cumplimiento de los tratados inter-
nacionales en materia de derechos humanos bus-
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cando fundamento en conflictos competenciales. 
El propio derecho internacional, particularmente 
la Convención Americana de Derechos Humanos 
en el artículo 28, prevé la adopción de medidas 
por parte de los Estados para evitar este tipo de 
conflictos. Por otra parte, porque tras la reforma 
de 2011 y la adopción del párrafo tercero del artí-
culo 1º de la Constitución, con toda claridad se es-
tablece que todas las autoridades, dentro de sus 
respectivos ámbitos competenciales son sujetos 
de obligaciones en materia de derechos humanos. 

El impacto de la reforma en materia de dere-
chos humanos es muy amplio en el ámbito admi-
nistrativo, educación, salud, vivienda, limpieza, 
agua potable, ordenación territorial, etc. En este 
universo de actuaciones administrativas debe-
mos buscar cohesión de las normas en los prin-
cipios generales del derecho y en las garantías 
mínimas que ampara el procedimiento adminis-
trativo. Entre otros aspectos, la transparencia 
en la ponderación de intereses permite evaluar 
la actividad administrativa desde una perspecti-
va rigurosa, el trámite de audiencia proporciona 
elementos de decisión y la motivación de los ac-
tos se relaciona con un juicio de valor entre los 
hechos y la norma, todo ello, llevado a cabo en el 
seno del procedimiento, se identifica con están-
dares admisibles de actuación administrativa. En 
definitiva, el procedimiento administrativo con-
forma uno de los pilares de la protección de los 
derechos humanos en el ejercicio de una buena 
administración, ya sea que éste concepto se con-
figure como criterio de actuación, como principio 
general del derecho o como un derecho subjetivo, 
tal como lo han reconocido otros ordenamientos.

Resumen Curricular:

Alina del Carmen Nettel Barrera, Doctora en De-
recho por la Universidad de Barcelona, Profesora de 
Tiempo Completo de la Universidad Autónoma de 
Querétaro.



10 DIGITALCIENCIA@UAQRO

NETTEL, B.

PROCEDURAL ACTIVITY AND THE GOOD GOVERNANCE, A TRANSNA-
TIONAL PERSPECTIVE

Notas

1.	 Se utiliza el término ciudadanos y no administra-
dos o gobernados siguiendo la teoría administrativista que 
reconoce en el “administrado” más que una situación pasiva 
frente a la actividad de “administrar”. La naturaleza de esta 
relación jurídico administrativa debe identificarse con un 
estatus jurídico del particular dotado de derechos y garan-
tías frente a la actuación administrativa (García de Enterría 
y Fernández, 2011). 

2.	 En este sentido, en España se ha identificado la 
buena administración como “aquella que actúa en todo caso 
al servicio objetivo de los intereses generales” (Rodríguez 
Arana, 2012) haciendo referencia al marco constitucional 
español de la actuación administrativa contenida en el artí-
culo 103.1 “La Administración Pública sirve con objetividad 
los intereses generales y actúa de acuerdo con los principios 
de eficacia, jerarquía, descentralización, desconcentración y 
coordinación, con sometimiento pleno a la ley y al Derecho”. 
En México, siguiendo este criterio, el artículo primero de la 
Constitución provee un marco de referencia apropiado para 
la admisión de un deber de buena administración. Éste po-
dría entenderse como la obligación de las autoridades admi-
nistrativas de promover, respetar, proteger y garantizar los 
derechos humanos en el ejercicio de sus competencias. 

3.	 Existen, por tanto, dos ámbitos de aplicación de 
la Carta, como texto complementario del Convenio bajo el 
control del Tribunal Europeo de Derechos Humanos en Es-
trasburgo y como derecho de la Unión Europea para la pro-
tección de estos derechos fundamentales por medio del Tri-
bunal de Justicia de la Unión Europea (que se compone de 
tres órganos con sede en Luxemburgo: Tribunal de Justicia, 
Tribunal General y Tribunal de la Función Pública).

4.	 Véase, caso Claude Reyes y otros contra Chile. 
Sentencia de 19 de septiembre de 2006. Serie C No. 151. 
La terminología de los órganos que integran el sistema de 
protección de los derechos humanos en América acoge el 
debido proceso legal (due process) como una noción de am-
plio alcance que no sólo se reconduce a la impugnación de 
actos sino también al procedimiento de toma de decisiones 
que pueden afectar los derechos de los ciudadanos. En este 
sentido, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
dictaminó sobre la necesidad de “respeto y garantía” del de-
bido proceso en sede administrativa, véase,  CIDH, Informe 

Nº 49/99, Caso 11.610 Loren Laroye Riebe Star, Jorge Barón 
Guttlein y Rodolfo Izal Elorz, México, 13 de abril de 1999.

5.	 Este criterio, recogido en el Segundo Informe de 
Progreso de la Relatoría sobre Trabajadores Migratorios y 
Miembros de sus Familias en el Hemisferio, OEA, de 16 abril 
de 2001, responde a la forma paralela o supletoria en que se 
ha desarrollado la jurisprudencia sobre el debido proceso en 
el ámbito administrativo. El informe señala en el apartado 
95 “Este principio de debido proceso, con este grado de fle-
xibilidad, se aplica no sólo a las decisiones jurisdiccionales 
sino también a las que adoptan las autoridades administrati-
vas en la esfera de su competencia”.

6.	 Véase, por todas, la sentencia del caso Castillo Pre-
tuzzi y otros contra Perú, Sentencia de 30 de mayo de 1999, 
por la cual la Corte declaró el proceso inválido por no cum-
plirse con las debidas garantías procesales ordenándose 
llevarse a cabo un nuevo juicio. En este caso “la Comisión 
aseveró que dichas personas no fueron juzgadas por un juez 
o tribunal competente, independiente e imparcial, con vio-
lación de las garantías judiciales, pues todos fueron proce-
sados y condenados a cadena perpetua por un tribunal “sin 
rostro”, perteneciente a la justicia militar”, siendo que los im-
putados eran civiles pertenecientes a otra nacionalidad.

7.	 Caso Baena Ricardo. Sentencia Corte IDH  de 2 de 
febrero de 2001. Serie C No. 72

8.	 Apartado 125. “La Corte observa que el elenco de 
garantías mínimas establecido en el numeral 2 del artículo 8 
de la Convención se aplica a los órdenes mencionados en el 
numeral 1 del mismo artículo, o sea (sic), la determinación 
de derechos y obligaciones de orden “civil, laboral, fiscal o 
de cualquier otro carácter”. Esto revela el amplio alcance del 
debido proceso; el individuo tiene el derecho al debido pro-
ceso entendido en los términos del artículo 8.1 y 8.2, tanto 
en materia penal como en todos estos otros órdenes”.

9.	 La Corte Interamericana señala al respecto que: 
“En el presente caso la autoridad estatal administrativa en-
cargada de resolver la solicitud de información no adoptó 
una decisión escrita debidamente fundamentada, que pu-
diera permitir conocer cuáles fueron los motivos y normas 
en que se basó para no entregar parte de la información en el 
caso concreto y determinar si tal restricción era compatible 
con los parámetros dispuestos en la Convención, con lo cual 
dicha decisión fue arbitraria y no cumplió con la garantía de 
encontrarse debidamente fundamentada protegida en el ar-
tículo 8.1 de la Convención.”
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10.	 El término “buena administración” en la jurispru-
dencia de la Corte se relaciona con la buena administración 
de justicia. Véase sentencias relacionadas a los casos Baya-
rri Vs. Argentina de 30 de octubre de 2008; Myrna Mack Vs. 
Guatemala, de 25 de noviembre de 2003; Caesar Vs. Trinidad y 
Tobago, de 11 de marzo de 2005. 
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